SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°15
RADICACIÓN:660013187003201500202-01
ACCIONANTE:    LUZ MARÍA JIMÉNEZ G.
SE CONFIRMA

DERECHO A LA SALUD/ Responsabilidad de la EPS en el suministro de prestaciones no POS/ Necesidad de tratamiento integral/ Recobro es un trámite propio de la entidad promotora de salud
“(…) la Entidad Prestadora de Servicios de Salud es la que cuenta con el engranaje pertinente para la atención de los afiliados y por ello les puede brindar un servicio más ágil y oportuno, lo que acá no se presentó, todo lo cual hace totalmente reprochable la indiferencia mostrada por la EPS-S frente al problema que afecta a la usuaria, sometiéndola a una espera injusta e irresponsable para la entrega de los medicamentos que requiere, lo cual da al traste con su deber legal de suministrar servicios de salud.”
“(…) no solo requería los medicamentos que fueron ordenados para contrarrestar sus patologías de diabetes mellitus e hipertensión, los que seguramente contribuirán en el tratamiento de los problemas que presenta, sino también aquellas otras actividades que pudiera requerir con el fin de obtener un control efectivo de tales enfermedades, de lo cual se desprende por tanto que se hacía necesario brindar la salvaguarda que necesita la actora para procurar la atención para cada sus padecimientos, y si bien en la parte resolutiva del fallo no se hizo alusión a las dolencias que padece y que deberían ser cubiertas integralmente por la EPS, de lo analizado en la parte motiva se desprende con claridad que ésta cobija las descritas a la paciente, esto es: la diabetes y la hipertensión arterial.”
(…) aunque en la alzada reclama también la EPS que la autorización y cubrimiento de los servicios no incluidos en el POS-S le corresponde a la Secretaría Departamental de Salud y por ende no es dable que el juez constitucional desplace obligaciones que le corresponden a dicha entidad (…) la misma normativa contempla los mecanismos por los cuales las EPS-S pueden ejercer la facultad de recobro de aquellas prestaciones que se encuentran excluidas y que deban ser otorgadas, con miras a garantizar la atención integral de sus afiliados.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-398 de 2008.
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Pereira, diez (10) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

                                                                Acta de Aprobación No 214
                                                         Hora: 3:10 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por  la señora VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA –Administradora de Agencia de CAFESALUD EPS- frente al fallo proferido por el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con  ocasión de  la acción de tutela presentada por LUZ MARÍA JIMÉNEZ GONZÁLEZ, en contra de CAFESALUD EPS-S y la Secretaría de Salud del Departamento.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la señora LUZ MARÍA JIMÉNEZ, se pueden sintetizar así: (i) su médico tratante le ordenó los medicamentos “Lantus-Insulina Glargine, Insulina Glulisina, Carbamazepina y Losartan”, de las cuales únicamente le entregó la última; (ii) el no suministro de dichas medicinas la afecta en su salud debido a sus diagnósticos de diabetes e hipertensión; (iii) requiere igualmente una cita de control con medicina interna, la cual no le ha sido programada para que le sean revisados los exámenes practicados; y (iv) no cuenta con dinero para adquirir dichos medicamentos pues está desempleada. Pide en consecuencia, se le ampare su derecho a la salud.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y corrió traslado a CAFESALUD EPS-S y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, ante lo cual solo esta última dio respuesta en la que luego de hacer alusión a normativa del Ministerio de Salud y la Protección Social, considera que se avizora la responsabilidad de CAFESALUD en suministrar lo pedido por la enferma, pues tanto la negación, el fraccionamiento como la demora en la prestación de los servicios son factores vulneradores de derechos fundamentales como el de la salud de la señora LUZ MARÍA JIMÉNEZ GONZÁLEZ. Pidió en consecuencia se acceda a lo solicitado y se ordene a la EPS CAFESALUD le suministre lo requerido y se abstenga de incurrir en demoras innecesarias e injustificadas en la atención integral de su afiliada.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que luego de efectuar un análisis de la situación planteada consideró que la omisión de que ha sido víctima la señora LUZ MARÍA JIMÉNEZ GONZÁLEZ constituye una vulneración a sus derechos fundamentales, por lo cual le ordenó a CAFESALUD que en un término no mayor a los cinco (5) días autorice la entrega de los medicamentos Insulina Glargine Solución inyectable por 100U.I./ml, por 10 ml, Insulina Glulisina solución inyectable por 1000U.I. por 10 ml y Carbamazepina tableta por 200 mg., así mismo le brinde el tratamiento integral que necesite respecto al mal que padece, sin que pueda aducirse para su negativa la no inclusión en el POS.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la Administradora de Agencia de CAFESALUD EPS-S interpuso recurso de alzada que sustentó en los siguientes términos:

- En la demanda no aparece qué servicios comprenderá el tratamiento futuro ni que CAFESALUD de manera deliberada y sin justificación haya negado algunos. Igualmente el principio de integralidad supone que las órdenes de tutela que reconocen la atención integral se encuentran sujetas a los conceptos que emita el personal médico y no el paciente, pues debe circunscribirse al diagnóstico específico que motivó la tutela, por lo cual la enfermedad que padece y el procedimiento tutelado debe estar expresamente citado en la parte resolutiva del fallo para que la decisión sea concreta y clara.

- La normativa vigente prescribe que la autorización y cubrimiento de los servicios no POS-S es una obligación que por disposición legal le corresponde al ente territorial del ámbito departamental, distrital o municipal según sea la complejidad del asunto y para ello debe acudir a las Instituciones Prestadoras de Salud. Estima en consecuencia, que no es dable desplazar obligaciones propias de la Secretaría de Salud de Risaralda a CAFESALUD EPS y pide en consecuencia se revoque la integralidad ordenada en el fallo cuestionado.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a esta Magistratura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primer nivel, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad fue errada la decisión del a quo al ordenar a la EPS-S CAFESALUD el suministro del tratamiento integral de la señora LUZ MARÍA JIMÉNEZ GONZÁLEZ.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El fallo constitucional que hoy es objeto de impugnación tuvo como pretensión principal la salvaguarda del derecho fundamental a la salud de la señora LUZ MARÍA JIMÉNEZ, persona a la que por parte de CAFESALUD EPS-S se le había negado la entrega de los medicamentos que requiere para contrarrestar sus patologías de diabetes e hipertensión.
Observa esta Sala que el tema que de nuevo discute la EPS-S CAFESALUD, ha sido ampliamente debatido por esta Colegiatura y por la Honorable Corte Constitucional, y a la fecha no existe variación alguna en la línea jurisprudencial, por lo que se mantendrá el criterio que hasta ahora ha sido acogido frente a los reparos que se hacen.  

- Responsabilidad de la EPS-S en el suministro de componentes no POS-S

No pocas veces se ha expuesto que la Entidad Prestadora de Servicios de Salud es la que cuenta con el engranaje pertinente para la atención de los afiliados y por ello les puede brindar un servicio más ágil y  oportuno, lo que acá no se presentó, todo lo cual hace totalmente reprochable la indiferencia mostrada por la EPS-S frente al problema que afecta a la usuaria, sometiéndola a una espera injusta e irresponsable para la entrega de los medicamentos que requiere, lo cual da al traste con su deber legal de suministrar servicios de salud.
Durante el trámite se evidenció que la accionante ha padecido demoras injustificadas en la entrega de los medicamentos y la atención que reclama, los cuales no tiene por qué soportar, por lo que la decisión adoptada en la primera instancia no es para nada desproporcionada y por el contrario era necesaria para garantizarle el derecho a la salud y a la vida en condiciones dignas a la señora LUZ MARÍA JIMÉNEZ.

- Suministro de tratamiento integral 

En relación con el tema de las órdenes que emite el juez constitucional para que se suministre tratamiento integral a aquellos pacientes que tienen que recurrir a la acción de tutela como mecanismo para lograr el amparo de sus derechos y la continuación de un tratamiento médico, debe decirse que es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas que el Estado Social de Derecho como garante del goce de las garantías que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

Por manera alguna puede considerarse tal forma de proceder como una extralimitación de funciones del juez; por el contrario, de cara a su componente teleológico, constituye una opción válida para lograr que los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud sean considerados como personas dignas y se les respeten sus prerrogativas al pleno goce de los derechos que le son inherentes, en especial, al diagnóstico, a recibir un tratamiento continuo, oportuno, calificado y eficaz para paliar las alteraciones que sobre su salud recaigan.

En lo que hace con el reparo que contiene la impugnación, en tanto se señala que el juez no puede obligar a la accionada al suministro de prestaciones futuras, es argumento que no puede ser aceptado, dado que un proceder en ese sentido por parte del juez constitucional no ha hecho cosa diferente a seguir los lineamientos que al respecto se tienen, en especial, porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud, se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención que se preste, sea oportuna, eficaz y especialmente continua. Por demás, una posición como la esbozada, no es insular y por el contrario está debidamente sustentada por medio de las directrices que al respecto y en cumplimiento de los fines de la orden de atención integral se consignaron previamente, por parte de la Corte Constitucional como se puede apreciar a continuación: 

“17.- De otro lado, no es aceptable que la negativa del reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud, se fundamente en que no es posible para el juez de tutela dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras e inciertas, lo cual es acertado a la luz de la jurisprudencia de esta Corporación.  Sin embargo, de lo que se trata es de procurar que el juez establezca criterios que hagan determinable aquello que ordena con fundamento en los conceptos del médico tratante. Y, ello se logra si junto al mandato de reconocer atención de salud, muchas veces integral, se informa sobre la condición de la persona que requiere dicha atención o se remite a un especialista para que especifique esta condición.

18.- En este orden, el principio de integridad de la garantía del derecho a la salud, ha encontrado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional criterios puntuales a partir de los cuales se configura la obligación de prestar de manera integral el servicio de salud. Así, cumplidos los presupuestos de la protección del derecho fundamental a la salud por medio de la acción de tutela
, ante la existencia de un criterio determinador de la condición de salud de una persona, consistente en que se requiere un conjunto de prestaciones en materia de salud en relación con dicha condición, siempre que sea el médico tratante quien lo determine, es deber del juez de tutela reconocer la atención integral en salud.”
 

Frente al caso concreto, es evidente que la señora LUZ MARÍA JIMÉNEZ GONZÁLEZ no solo requería los medicamentos que fueron ordenados para contrarrestar sus patologías de diabetes mellitus e hipertensión, los que seguramente contribuirán en el tratamiento de los problemas que presenta, sino también aquellas otras actividades que pudiera requerir con el fin de obtener un control efectivo de tales enfermedades, de lo cual se desprende por tanto que se hacía necesario brindar la salvaguarda que necesita la actora para procurar la atención para cada sus padecimientos, y si bien en la parte resolutiva del fallo no se hizo alusión a las dolencias que padece y que deberían ser cubiertas integralmente por la EPS, de lo analizado en la parte motiva se desprende con claridad que ésta cobija las descritas a la paciente, esto es: la diabetes y la hipertensión arterial.

Respecto de la primera, es claro que de la documentación arrimada se advierte el diagnóstico que se le efectuó
  y por ello se le recetó la insulina que la EPS no le entregó en su debida oportunidad, pese a que según allí se anotó es “insulinodependiente con complicaciones neurológicas”; y en lo relativo a la hipertensión, aunque de ello no se allegó documento alguno, se infiere que efectivamente la paciente sufre de tal anomalía en tanto uno de los medicamentos recetados y que a la postre fue el único que se le entregó en su momento, fue el “Losartan”, el cual se usa solo o en combinación con otros medicamentos para tratar la presión arterial alta y disminuir el riesgo de accidente cerebrovascular en personas con tal afección
.

Adicionalmente, aunque en la alzada reclama también la EPS que la autorización y cubrimiento de los servicios no incluidos en el POS-S le corresponde a la Secretaría Departamental de Salud y por ende no es dable que el juez constitucional desplace obligaciones que le corresponden a dicha entidad, se reitera que para tal efecto se debe dar aplicación a la Resolución 1479 de 2015 del Ministerio de la Protección Social por medio de la cual se estableció el cobro y pago de los procedimientos NO POSS, así como lo reglado en la Resolución 1261 de 2015 emanada de esa Secretaría y referida a tal aspecto. Es decir, la misma normativa contempla los mecanismos por los cuales las EPS-S pueden ejercer la facultad de recobro de aquellas prestaciones que se encuentran excluidas y que deban ser otorgadas, con miras a garantizar la atención integral de sus afiliados.
En esas condiciones, como quiera que para este Tribunal ningún reproche procede contra la actuación impugnada, se confirmará la providencia emitida por el funcionario a quo.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Fundamento jurídico número 10 de esta sentencia. Que se trate de: (i) prestaciones concretas incluidas en los planes obligatorios siempre que su negativa no se haya fundamentado en un criterio estrictamente médico y, (ii) situaciones en las que su contenido no puede ser identificado con las prestaciones de los planes obligatorios, porque se refiere a la incapacidad económica de asumir una prestación excluida de dichos planes junto con la necesidad de garantizarla en razón a, por un lado, que se trate de un sujeto de especial protección constitucional (menores, población carcelaria, tercera edad, pacientes que padecen enfermedades catastróficas, entre otros), o por otro, que se trate de una situación en la que se puedan presentar argumentos válidos y suficientes de relevancia constitucional, que permitan concluir que la falta de garantía del derecho a la salud implique un desmedro o amenaza de otros derechos fundamentales de la persona, o un evento manifiestamente contrario a la idea de un Estado constitucional de derecho.


� Cfr. Sentencia T-398 del 24-04-2008, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Ver folio 7 Cdno. Principal.


� https://www.nlm.nih.gov/medlineplus/spanish/druginfo/meds/a695008-es.html
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